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PODER LEGISLATIVO 

NO SE PUBLICAN LEYES 

ACUERDOS 

N° 6578-14-15 

ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

En Sesión Ordinaria N° 177 celebrada el 23 de abril de 2015, de conformidad con las 
atribuciones que le confiere el inciso 3 de los artículos 121 y 158 de la Constitución 
Política. 

ACUERDA: 

Reelegir al señor Luis Guillermo Rivas Loáiciga, como Magistrado de la Sala Primera de 
la Corte Suprema de Justicia, por el período constitucional comprendido entre el tres 
de junio de dos mil quince al dos de junio de dos mil veintitrés. 

El señor Rivas Loáiciga, se juramentó en Sesión Ordinaria número ciento setenta y 
ocho, celebrada el veintisiete de abril de dos mil quince. 

Nº 6582-15-16 

EL PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

En uso de las facultades que le confieren los artículos 84, 86, 87, 88, 89 bis del 
Reglamento de la Asamblea Legislativa, 

ACUERDA: 

Integrar las siguientes Comisiones Permanentes Especiales para la legislatura 2015-
2016, de la siguiente manera: 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2015/06/05/COMP_05_06_2015.pdf


ASUNTOS MUNICIPALES Y DESARROLLO 

LOCAL PARTICIPATIVO 

William Alvarado Bogantes 
Paulina María Ramírez Portugués 
Juan Rafael Marín Quirós 
Natalia Díaz Quintana 
Carlos Hernández Álvarez 
Franklin Corella Vargas 
Marco V. Redondo Quirós 

REDACCIÓN 

Johnny Leiva Badilla 
Marta Arauz Mora 
Carmen Quesada Santamaría 
Gerardo Vargas Varela 
Laura Garro Sánchez 

RELACIONES INTERNACIONALES Y COMERCIO EXTERIOR 

Natalia Díaz Quintana 
Rosibel Ramos Madrigal 
Jorge Rodríguez Araya 
Michael Arce Sancho 
Marta Arauz Mora 
Juan Luis Jiménez Succar 
Edgardo Araya Sibaja 
Epsy Campbell Barr 
Nidia Jiménez Vásquez 

CONSULTAS DE CONSTITUCIONALIDAD 

Carlos Manuel Arguedas Ramírez 
Rafael Ortiz Fábrega 
Antonio Álvarez Desanti 
Ligia Fallas Rodríguez 
Marvin Atencio Delgado 

CIENCIA Y TECNOLOGÍA 

Mario Redondo Poveda 
William Alvarado Bogantes 
Ronny Monge Salas 
Olivier Jiménez Rojas 
Carlos Hernández Álvarez 
Marlene Madrigal Flores 
Javier Francisco Cambronero Arguedas 

SEGURIDAD Y NARCOTRÁFICO 



Antonio Álvarez Desanti 
Johnny Leiva Badilla 
Olivier Jiménez Rojas 
Ronny Monge Salas 
José A. Alfaro Jiménez 
Francisco Camacho Leiva 
Jorge Arguedas Mora 
Marco V. Redondo Quirós 
Marvin Atencio Delgado 

MUJER 

Mauren Clarke Clarke 
Rosibel Ramos Madrigal 
Karla Prendas Matarrita 
Ligia Fallas Rodríguez 
Emilia Molina Cruz 

JUVENTUD, NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 

Fabricio Alvarado Muñoz 
Humberto Vargas Corrales 
Silvia Sánchez Venegas 
Lorelly Trejos Salas 
Natalia Díaz Quintana 
José Ramírez Aguilar 
Franklin Corella Vargas 

AMBIENTE 

Abelino Esquivel Quesada 
Gerardo Vargas Rojas 
Julio Antonio Rojas Astorga 
Aracelly Segura Retana 
Juan Rafael Marín Quirós 
Edgardo Araya Sibaja 
Suray Carrillo Guevara 
Henry Mora Jiménez 
Marcela Guerrero Campos 

TURISMO 

Luis Vásquez Castro 
Karla Prendas Matarrita 
Danny Hayling Carcache 
José A. Alfaro Jiménez 
Suray Carrillo Guevara 
Marlene Madrigal Flores 
Nidia Jiménez Vásquez 

aDERECHOS HUMANOS 



Maureen Clarke Clarke 
Sandra Piszk Feinzilber 
Rosibel Ramos Madrigal 
Óscar López 
Patricia Mora Castellanos 
Epsy Campbell Barr 
Marvin Atencio Delgado 

NOMBRAMIENTOS 

Jorge Rodríguez Araya 
Johnny Leiva Badilla 
Julio Rojas Astorga 
Maureen Clarke Clarke 
Carmen Quesada Santamaría 
Ottón Solís Fallas 
Epsy Campbell Barr 

N° 6583-15-16 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

En sesión ordinaria número uno celebrada el primero de mayo de dos mil quince y en 
uso de las atribuciones que le confiere el artículo 115 de la Constitución Política y los 
artículos 11, 20, 21 y 22 del Reglamento de la Asamblea Legislativa 

ACUERDA: 

Integrar el Directorio de la Asamblea Legislativa, para el período que inicia el primero 
de mayo de dos mil quince y concluye el treinta de abril de dos mil dieciséis, de la 
siguiente forma: 

Presidente: Rafael Ángel Ortiz Fábrega 

Vicepresidente: Luis Alberto Vásquez Castro 

Primera Secretaría: Juan Rafael Marín Quirós 

Segunda Secretaría: Karla Prendas Matarrita 

Primera Prosecretaría: Marlene Madrigal Flores 

Segunda Prosecretaría: Natalia Díaz Quintana 

Nº 6584-15-16 

EL PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 



En uso de las facultades que le confieren los artículos 84 y 89 del Reglamento de la 
Asamblea Legislativa, 

ACUERDA: 

Integrar la siguiente Comisión Permanente Especial para la legislatura 2015-2016, de la 
siguiente manera: 

CONTROL DE INGRESO Y GASTO PÚBLICOS 

MARIO REDONDO POVEDA 
HUMBERTO VARGAS CORRALES 
ANTONIO ÁLVAREZ DESANTI 
ROLANDO GONZÁLEZ ULLOA 
OTTO GUEVARA GUTH 
GONZALO RAMÍREZ ZAMORA 
JORGE ARGUEDAS MORA 
OTTÓN SOLÍS FALLAS 
EPSY CAMPBELL BARR 

Nº 6585-15-16 

EL PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

En uso de las facultades que le confieren los artículos 84 y 86 del Reglamento de la 
Asamblea Legislativa, 

ACUERDA: 

Integrar las siguientes Comisiones Permanentes Especiales para la legislatura 2015-
2016, de la siguiente manera: 

REDACCIÓN 

Johnny Leiva Badilla 
Marta Arauz Mora 
Carmen Quesada Santamaría 
Gerardo Vargas Varela 
Henry Mora Jiménez 

AMBIENTE 

Abelino Esquivel Quesada 
Gerardo Vargas Rojas 
Julio Antonio Rojas Astorga 
Aracelly Segura Retana 
Juan Rafael Marín Quirós 
Edgardo Araya Sibaja 
Suray Carrillo Guevara 



Laura Garro Sánchez 
Marcela Guerrero Campos 

ACUERDOS 

PODER EJECUTIVO 

NO SE PUBLICAN DECRETOS EJECUTIVOS 

o ACUERDOS  

 PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA  

 MINISTERIO DE ECONOMÍA, INDUSTRIA Y COMERCIO  

o RESOLUCIONES  

 MINISTERIO DE GOBERNACIÓN Y POLICÍA  

MINISTERIO DE CULTURA Y JUVENTUD 

DOCUMENTOS VARIOS 

o DOCUMENTOS VARIOS  

 GOBERNACIÓN Y POLICÍA  

 HACIENDA  

 AGRICULTURA Y GANADERÍA  

 EDUCACIÓN PÚBLICA  

 JUSTICIA Y PAZ  

AMBIENTE Y ENERGÍA 

TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES 

o ACUERDOS  

o EDICTOS  

AVISOS 

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

RESOLUCIONES 

R-DC-042-2015. —Contraloría General de la República. —Despacho Contralor. —San 
José, a las once horas del trece de mayo de dos mil quince. (…) 

RESUELVE: 

I. —Informar a la Administración Pública, los sujetos pasivos de su fiscalización y al 
público en general, que pueden presentar observaciones en el plazo de diez días 
hábiles contados a partir del día siguiente a la publicación de este comunicado, a los 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#acuerdos
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https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#presidencia-de-la-repblica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#ministerio-de-economa-industria-y-comercio
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#resoluciones
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#ministerio-de-gobernacin-y-polica
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https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#gobernacin-y-polica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#hacienda
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#agricultura-y-ganadera
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#educacin-pblica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#justicia-y-paz
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#ambiente-y-energa
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“Lineamientos para la auditoría externa de la liquidación presupuestaria de los entes u 
órganos sujetos a lo establecido en el numeral 4.3.17 de las normas técnicas sobre 
presupuesto público N-1-2012-DC-DFOE”. Para lo anterior, pueden consultar el 
documento, así como presentar las observaciones, en el sitio Web institucional 
www.cgr.go.cr, ingresando al vínculo de “Servicios”, seguido de “Avisos al público”, o 
en el 5° piso del edificio principal de la Contraloría General, en la Secretaría Técnica de 
la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa. 

 RESOLUCIONES 

CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA 

CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 

o INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS  

 UNIVERSIDAD DE COSTA RICA  

 UNIVERSIDAD NACIONAL  

 UNIVERSIDAD ESTATAL A DISTANCIA  

 PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA  

 AUTORIDAD REGULADORA  

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

AVISOS 

o CONVOCATORIAS  

o AVISOS  

 JUSTICIA Y PAZ  

 INSTITUTO DE DESARROLLO RURAL  

MUNICIPALIDADES 

BOLETÍN JUDICIAL 

SALA CONSTITUCIONAL 

ASUNTO: Acción de Inconstitucionalidad 

A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA 

HACE SABER: 

TERCERA PUBLICACIÓN 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#resoluciones
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De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, dentro de la acción de inconstitucionalidad número 15-004654-0007-
CO que promueve Cooperativa Agrícola Industrial y de Servicios Múltiples El General 
R.L y otros, se ha dictado la resolución que literalmente dice: «Sala Constitucional de la 
Corte  Suprema de Justicia. San José, a las nueve horas y veinticuatro minutos del doce 
de mayo del dos mil quince. Se da curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta 
por Víctor Hugo Carranza Salazar, mayor, casado, Máster en Administración de 
Negocios, cédula de identidad número uno-seiscientos setenta y cuatro-veintinueve, 
en mi calidad de Gerente General de Cooperativa Agrícola Industrial y de Servicios 
Múltiples El General R.L. COOPEAGRI R.L, Wenceslao Rodríguez Rodríguez, mayor, 
casado una vez, Administrador de Empresas, cédula de identidad número: nueve-cero 
cero sesenta y siete-cero seiscientos dieciséis, vecino de San José, en mi calidad de 
Gerente General de COOPEVICTORIA R.L.. Jesús Villalobos Gamboa, mayor, casado una 
vez, ingeniero agrónomo, cédula de identidad número: dos-trescientos veintinueve-
cero treinta y ocho, vecino de San Ramón, en mi de Gerente de AGROATIRRO R.L.; 
Rolando Tomás Guardia Carazo, mayor, casado, Administrador de Empresas, cédula de 
identidad número uno-ochocientos veinte seis-ciento noventa y siete, en mi calidad de 
apoderado generalísimo sin límite de suma de Hacienda Juan Viñas S. A., Alejandro 
Miranda Lines, mayor, casado una vez, ingeniero industrial, cédula de identidad 
número uno-seiscientos noventa y nueve-trescientos noventa y tres, en mi calidad de 
apoderado generalísimo de Azucarera El Palmar S. A.; Eduardo Pinto Macaya, mayor, 
casado una vez, ingeniero mecánico, cédula de identidad número uno quinientos 
veinte siete-doscientos ochenta y cuatro, en mi calidad de apoderado generalísimo sin 
límite de suma de Ingenio Costa Rica S. A. y Ricardo Adolfo Rojas Kopper, mayor, 
casado una vez, empresario, cédula de identidad uno-quinientos ochenta-
cuatrocientos seis, en mi calidad de apoderado generalísimo sin límite de suma de 
Kopper Peralta Ltda., para que se declaren inconstitucionales los artículos 118 y el 
primer párrafo del artículo 125 de la Ley 7818, “Ley Orgánica de la Agricultura e 
Industria de la Caña de Azúcar”, por estimarlos contrarios a los artículos 33, 46 y 50 de 
la Constitución Política, así como al principio de razonabilidad, en la medida en que la 
aplicación de esas normas concentra del crecimiento de la producción de azúcar en los 
tres grandes ingenios ubicados en la provincia de Guanacaste, en perjuicio de los 
medianos y pequeños productores pues, de acuerdo con prueba pericial aportada, 
generando pérdidas a los ingenios cooperativos Coopevictoria, AgroAtirro y Coope 
Agri. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República y 
a La Liga Industrial Agrícola de la Caña (LAICA). Esta acción se admite por reunir los 
requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 
79. La legitimación a los accionantes proviene del recurso de revocatoria con apelación 
en subsidio formulado por los accionantes contra los acuerdos del artículo XI, de ajuste 
de la cuota nacional de producción de azúcar y ajuste de la cuota individual, dictados 
por la Junta Directiva de la Liga Agrícola Industrial de la Caña en sesión N° 499 de 3 de 
marzo de 2015, números 1, 2, 3, 4 y 5. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso 
en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción, para que en los procesos o 
procedimientos en que se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte 
resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Este aviso 
sólo afecta los procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la aplicación de 
lo impugnado y se advierte que lo único que no puede hacerse en dichos procesos, es 



dictar sentencia o bien, el acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido 
en que lo ha sido. Igualmente, lo único que la acción suspende en vía administrativa es 
el dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que 
son los que se inician con y a partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos 
contra el acto final, salvo, claro está, que se trate de normas que deben aplicarse 
durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de 
los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán 
apersonarse quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de 
interposición de esta acción, en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o 
aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su procedencia o 
improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad en 
relación con el asunto que les interese. Se hace saber además, que de conformidad 
con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha 
resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-
91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente 
su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Notifíquese. Gilbert Armijo Sancho, 
Presidente». 

De acuerdo con lo dispuesto en el  artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, dentro de la acción de inconstitucionalidad número 15-006373-0007-
CO que promueve Cámara de Patentados de Costa Rica, se ha dictado la resolución 
que literalmente dice: «Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a 
las catorce horas y cuarenta y dos minutos del trece de mayo del dos mil quince./Se da 
curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta por Guillermo Sanabria Ramírez, 
cédula de identidad N° 3-174-491, en su condición de Presidente de la Cámara de 
Patentados de Costa Rica, para que se declare inconstitucional el artículo 39 (en su 
versión original y con posterioridad a la reforma introducida el 3 de marzo de 2014), 
así como el Transitorio III del Reglamento de Fiscalización y Comercialización de 
Bebidas con contenido Alcohólico de la Municipalidad de San José por vulnerar los 
derechos protegidos en los artículos 28, 121 inciso 13) de la Constitución Política, así 
como el principio de proporcionalidad. Se confiere audiencia por quince días a la 
Procuraduría General de la República y a la Municipalidad del Cantón de San José. 
Afirma que el Transitorio III del Reglamento cuestionado es inconstitucional, en la 
medida en que mediante una disposición con carácter reglamentario se crea un tributo 
para las licencias de expendio de bebidas con contenido alcohólico autorizadas 
mediante la Ley de Licores, que a la entrada en vigencia de la Ley número 9047 se 
encuentren o se  otorguen en una condición libre de explotación, de medio salario 
base. Afirma que únicamente mediante normas con rango de ley se pueden 
implementar disposiciones de esa naturaleza, pero en el caso presente se vulnera el 
artículo 121 inciso 13) constitucional. El artículo 39, en su versión original, del 
Reglamento de Fiscalización y Comercialización de Bebidas con contenido Alcohólico 
de la Municipalidad de San José es inconstitucional, en cuanto repite la redacción del 
artículo 10 de la Ley de Licores, Ley N° 9047, que fue declarada inconstitucional, en 
tanto establece un monto único de cobro para los tipos de Licencia clase C y E, en sus 
distintas modalidades. Esta situación fue advertida por la Sala Constitucional en la 
sentencia N° 2013-11499, en que se dijo: “de ahí que se estime inconstitucional el 
monto de las patentes en cuanto a estas clases de licencia por lesionar los principios 



de justicia tributaria y capacidad económica antes citadas”. De otro lado, la reforma 
sufrida al artículo 39 del Reglamento de Fiscalización y Comercialización de Bebidas 
con contenido Alcohólico de la Municipalidad de San José, por medio del Reglamento 
publicado en el Diario Oficial La Gaceta N° 43 de 3 de marzo de 2014, también viola el 
Derecho de la Constitución, en la medida en que establece montos mínimos teniendo 
como único criterio para determinar el valor de la patente la medida o extensión del 
inmueble, con lo que se soslayan de manera infundada otros criterios (como la 
infraestructura, la ubicación y las ganancias del negocio) que bien pueden servir para 
valorar cuánto se debe pagar por el concepto aludido. En su criterio, “al observar las 
medidas de todas las categorías, éstas se minimizan en su mayoría de forma adrede, 
para cobrar el monto máximo del impuesto, lo cual es absurdo y hacen de estos 
montos el resultado de impuestos desproporcionados”. Pide que se declare con lugar 
la acción y la inconstitucionalidad de las disposiciones cuestionadas. Esta acción se 
admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional 
en sus artículos 73 a 79. La legitimación del actor proviene del párrafo 2º del artículo 
75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en cuanto acude en defensa de los 
intereses difusos y colectivos de los comerciantes del Cantón Central de San José que 
venden bebidas con contenido alcohólico. Publíquese por tres veces consecutivas un 
aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción, para que en los procesos 
o procedimientos en que se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte 
resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Este aviso 
sólo afecta los procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la aplicación de 
lo impugnado y se advierte que lo único que no puede hacerse en dichos procesos, es 
dictar sentencia o bien, el acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido 
en que lo ha sido. Igualmente, lo único que la acción suspende en vía administrativa es 
el dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que 
son los que se inician con y a partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos 
contra el acto final, salvo, claro está, que se trate de normas que deben aplicarse 
durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de 
los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán 
apersonarse quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de 
interposición de esta acción, en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o 
aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su procedencia o 
improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad en 
relación con el asunto que les interese. Se hace saber además, que de conformidad 
con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha 
resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-
91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente 
su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Notifíquese. Gilbert Armijo Sancho, 
Presidente.» 

Para los efectos de los artículos  88 párrafo segundo y 90 párrafo primero de la Ley de 
la Jurisdicción Constitucional, que en la acción de inconstitucionalidad que se tramita 
con el número 11-012361-0007-CO promovida por Escuela Autónoma de Ciencias 
Médicas (Universidad de Ciencias Médicas), Pablo Guzmán Stein contra los artículos 1, 
4, 5 y 20 del Reglamento que regula la relación del residente y su compromiso como 
especialista en ciencias de la salud con la Caja Costarricense de Seguro Social por 



medio del sistema de estudios de posgrados de la Universidad de Costa Rica, por 
estimarlos contrarios a los artículos 33, 34, 39 y 41 de la Constitución Política, se ha 
dictado el voto número 2015-006840 de las once horas y treinta y uno minutos del 
trece de mayo del dos mil quince, que literalmente dice: “Se declara con lugar la 
acción de inconstitucionalidad y se declara inconstitucional la omisión de la Caja 
Costarricense de Seguro Social de suscribir acuerdos con las universidades privadas 
que se encuentren en capacidad, de acuerdo con el ordenamiento jurídico vigente, 
de ofrecer un posgrado en la carrera de medicina para regular las relaciones entre los 
residentes y su compromiso como eventuales especialistas de esa entidad. Se le 
ordena a la Caja Costarricense de Seguro Social que en un plazo razonable que no 
exceda de seis meses proceda, a instancia expresa de las universidades privadas que 
así lo requieran, siempre que reúnan las condiciones de acuerdo con el 
ordenamiento jurídico vigente para ofrecer un posgrado en la carrera de medicina, 
suscribir los acuerdos bajo los mismos términos con que negoció el que mantiene 
con la Universidad de Costa Rica sin imponer requisitos diferentes. Notifíquese. 
Comuníquese a la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. 
Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La 
Gaceta. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción de 
inconstitucionalidad. El Magistrado Rueda da razones diferentes para el sin lugar. El 
Magistrado Castillo pone nota, en el sentido que la orden impuesta a la Caja 
Costarricense de Seguro Social debe cumplirse cuando las necesidades del servicio así 
lo exijan.» Se hace saber que la anulación, inconstitucionalidad o eliminación indicada, 
rige a partir del momento que se indica en la parte dispositiva del voto. 

.Para los efectos del artículo 90 párrafo primero de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, que en la acción de inconstitucionalidad que se tramita con el número 
13-003585-0007-CO promovida por Wilberth Martín Aguilar Gatjens, contra el artículo 
18 inciso d) de la ley 7794 Código Municipal; los artículos 68 y 73 de la Ley Orgánica de 
la Contraloría General de la República; y el numeral 103 de la Constitución Política; por 
estimarlos contrarios a los artículos 7, 48 y 183 de la Carta Magna, y los numerales 1, 
8, 23 y 25 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos; así como el 21 de la 
Declaración Universal De Derechos Humanos, el numeral 25 del Pacto Internacional De 
Derechos Civiles y Políticos y el Principio Constitucional de División de Poderes, se ha 
dictado el voto número 2015-006655 de las once horas y cuarenta y un minutos del 
ocho de mayo del dos mil quince, que literalmente dice: 

“Se rechaza de plano la acción con respecto a los artículos 68, de la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República y 103, de la Constitución Política. En lo demás, se 
declara sin lugar. Los Magistrados Hernández López y Estrada Navas salvan el voto y 
declaran con lugar la acción en el sentido de que los artículos 73, de la Ley Orgánica de 
la Contraloría General de la República y 18, del Código Municipal, no resultan 
aplicables para la cancelación de credenciales de funcionarios de elección popular, ya 
que es materia de reserva constitucional. El Magistrado Castillo Víquez da razones 
adicionales.” 

Para los efectos del artículo 90 párrafo primero de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, que en la acción de inconstitucionalidad que se tramita con el número 



13-005400-0007-CO promovida por Ana Isabel Vargas Jiménez, Ana Lorena Moya 
Pomares, Dimary Contreras Solera, Enrique Mora Herrera, Fernando Iván Calderón 
Hernández, Fiorella Rivas Morales, Francini Picado Quirós, Franklin Mauricio Bonilla 
López, Giovanna Segura González, Hernán Aguilar Herrera, José Manuel Bogantes 
Porras, José Ramón Araya Calvo, Judith Aguilar Morera, Margie Morum Solano, María 
Giselle Sancho Méndez, Mauricio Calderón Solís, Oriette Zonta Elizondo, Rafael Ángel 
Araya Vargas, Rafael Antonio Cascante Gutiérrez, Rafael Martínez Arroyo, Ricardo 
Sequeira Salazar, Rocío Zamora Gómez, Rodolfo Vargas Robleto, Roger Roberto Mena 
Molina, Rosa María Madrigal Chacón, Sergio Muñoz Llanos, Sindicato de Trabajadores 
del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, Teodoro Domingo Mora, Vivian Alpízar 
Román contra la jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, en 
relación con la aplicación del artículo 42 de la IV Reforma a la Tercera Convención 
Colectiva de Trabajo (hoy numeral 35 de la Cuarta Convención Colectiva de Trabajo), 
por estimarlo contrario a los artículos 11, 34, 41, 60, 62, 73 y 74 de la Constitución 
Política, se ha dictado el voto número 2015-006789 de las nueve horas y cinco minutos 
del trece de mayo del dos mil quince, que literalmente dice: “Se declara sin lugar la 
acción. El magistrado Salazar Alvarado pone nota.” 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, dentro de la acción de inconstitucionalidad número 15-006655-0007-
CO que promueve Álvaro Antonio Sagot Rodríguez, se ha dictado la resolución que 
literalmente dice: «Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las 
once horas y veintisiete minutos del catorce de mayo del dos mil quince. /Se da curso a 
la acción de inconstitucionalidad interpuesta por Álvaro Sagot Rodríguez, abogado, 
cédula de identidad Nº 2-365-227 para que se declaren inconstitucionales la Ley para 
regular la creación y el desarrollo del puesto fronterizo Las Tablillas, Ley Nº 8803, 
publicada en el Diario Oficial La Gaceta Nº 125 de 29 de junio de 2010, así como contra 
el Reglamento a esa ley, Decreto Ejecutivo Nº 38628-MP-H- COMEX-MINAE-SP-G, 
publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº 60 de 26 de marzo de 2014, por estimarlos 
contrarios al derecho protegido en el artículo 50 de la Constitución Política, el principio 
precautorio, el principio de razonabilidad, de irreductabilidad del bosque, de 
objetivación y de no regresión. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría 
General de la República y al Ministerio de Ambiente y Energía. Las normas se 
impugnan en cuanto disponen segregar porciones del Refugio Nacional de Vida 
Silvestre Corredor Fronterizo, que se ubica en la línea divisoria entre Costa Rica y 
Nicaragua, para que dichas áreas sean administradas por la Municipalidad de Los 
Chiles y se dediquen de forma exclusiva a la instalación y operación de instituciones 
estatales que brinden servicios públicos requeridos para la adecuada operación del 
puesto fronterizo. Se alega que esta segregación lesiona el derecho a un ambiente 
sano y ecológicamente equilibrado, especialmente porque para la aprobación de esta 
ley se careció de un estudio técnico o informe específico que justifique la segregación 
de estas áreas. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de 
la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación del accionante 
proviene del artículo 75 párrafo 2 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional en cuanto 
acude en defensa de los intereses difusos y, en concreto, para la protección del 
derecho de toda persona a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. 
Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la 



interposición de la acción, para que en los procesos o procedimientos en que se 
discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte resolución final mientras la Sala no 
haya hecho el pronunciamiento del caso. Este aviso sólo afecta los procesos judiciales 
pendientes en los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado y se advierte que lo 
único que no puede hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o bien, el acto en 
que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido en que lo ha sido. Igualmente, lo 
único que la acción suspende en vía administrativa es el dictado de la resolución final 
en los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son los que se inician con y a 
partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos contra el acto final, salvo, 
claro está, que se trate de normas que deben aplicarse durante la tramitación, en cuyo 
caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de los quince días posteriores a la 
primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes 
en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta 
la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en 
cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de 
inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber además, 
que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y 
conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 
0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, 
sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Notifíquese. 
/Gilbert Armijo Sancho, Presidente. /» 

SEGUNDA PUBLICACIÓN 

Para los efectos de los artículos 88  párrafo segundo y 90 párrafo primero de la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional, que en la Acción de Inconstitucionalidad que se tramita con 
el número 14-017140-0007-CO promovida por Alcalde Municipal de Acosta, Luis Alberto 
Duran Gamboa contra las frases “Sin Límite de Tiempo” y “Sin Límite de Años” 
contenidas, respectivamente, en los artículos 36 y 37 de la Segunda Convención 
Colectiva de Trabajo entre la Municipalidad de Acosta y el Sindicato de Trabajadores de 
la Municipalidad de Acosta, por estimarlos contrarios a los principios de igualdad, 
legalidad, razonabilidad y proporcionalidad; además del uso eficiente de los fondos 
públicos y gestión financiera, se ha dictado el voto número 2015004247 de las nueve 
horas y cinco minutos del veinticinco de marzo del dos mil quince, que literalmente dice: 

«Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anulan por inconstitucionales las 
frases “sin límite de años” y “sin límite” contenidas respectivamente en los artículos 36 
y 37 en la Segunda Convención Colectiva de Trabajo entre la Municipalidad de Acosta y 
el Sindicato de Trabajadores de la Municipalidad de Acosta. Esta sentencia tiene 
efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin 
perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el 
Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Los 
Magistrados Armijo Sancho y Jinesta Lobo salvan el voto y rechazan de plano la acción, 
cada uno por razones particulares. Los Magistrados Salazar Alvarado y Estrada Navas 
ponen nota. Notifíquese.» Se hace saber que la anulación, inconstitucionalidad o 
eliminación indicada, rige a partir del momento que se indica en la parte dispositiva del 
voto. 



Para los efectos del artículo 90 párrafo  primero de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, que en la Acción de Inconstitucionalidad que se tramita con el número 
14-019433-0007-CO promovida por Otto Guevara Guth contra la Convención Colectiva 
del Ministerio de Educación Pública, se ha dictado el voto número 2015-007221 de las 
nueve horas y cuarenta minutos del veinte de mayo del dos mil quince, que 
literalmente dice: 

«Se declara sin lugar la acción. El magistrado Armijo Sancho salva el voto y rechaza de 
plano la acción. El magistrado Jinesta Lobo pone nota. El magistrado Cruz Castro da 
razones adicionales. El magistrado Salazar Alvarado pone nota. Notifíquese a las 
partes.» 
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